
 
 
Sentencia N° 63 
 
Resolución número : veintinueve  
Expediente N°  : 03893-2011-0-1706-JR-CI-08 
Demandante   : María Agripina Chávez  
Demandado   : Oficina de Normalización Previsional  
Materia   : Indemnización 
Juez Superior Ponente : señor Pisfil Capuñay 
 
Chiclayo, veintitrés de enero de dos mil quince. 
 

                                                              VISTOS; En Audiencia Pública; con los acompañados 
judiciales de su propósito; por los propios fundamentos de la recurrida, a tenor de lo dispuesto 
por el artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; y CONSIDERANDO: Además: ------
PRIMERO: Es materia del grado, el recurso impugnativo de apelación interpuesto por la parte 
demandante contra la Sentencia contenida en la resolución número VEINTITRÉS, su fecha 
dieciséis de diciembre del año dos mil catorce, folios doscientos setentitrés a doscientos setenta 
y nueve, expedida por el Señor Juez del Segundo Juzgado Especializado Civil de esta ciudad, 
que resuelve declarar Infundada la demanda interpuesta por doña María Agripina Chávez Terán 
contra la Oficina de Normalización Previsional sobre Indemnización por Daños y Perjuicios, 
con lo demás que contiene; -----------------------------------------------------------------------------------
SEGUNDO: Para absolver el grado satisfactoriamente el Colegiado debe atender a los 
agravios formulados por la parte apelante, según recurso de su propósito, folios doscientos 
ochentidós a doscientos noventicinco; en estricta observancia del brocárdico “tantum 
devolutum quantum appellatum”, regla que subyace en lo dispuesto por el artículo 370 del 
Código Procesal Civil; por tanto, el Tribunal del recurso no puede fallar más allá, ni por fuera 
de los límites establecidos por los agravios propuestos con el recurso, delimitando así el ámbito 
de su competencia así como tampoco puede referirse a hechos que aún cuando han sido 
incluidos con la expresión de agravios no fueron propuestos a la decisión del A quo; -------------
TERCERO: Alega el apelante como argumento central de sus agravios, que “como es evidente ha 
quedado demostrado que la ONP como entidad estatal lejos de procurar subvenir las necesidades mínimas y 
vitales del recurrente, dolosamente ha infringido la Ley N° 23908, pues a pesar de tener pleno conocimiento de 
cuales son en estricto los derechos pensionarios del actor le denegó el derecho a percibir una pensión de jubilación 
de manera íntegra y concreta vulnerando el contenido constitucionalmente protegido del derecho a la pensión 
causando tales hechos un serio perjuicio moral y a la persona”; agrega lo siguiente: “Señor Juez de autos se 
advierte que mediante Resolución Administrativa se le otorgó pensión de viudez a la demandante, bajo los 
alcances del Decreto Ley N° 19990, sin embargo, la entidad demandada no cumplió con acreditar su pensión 
en el monto de los tres sueldos mínimos conforme lo establecía la Ley N° 23908 para aquellas personas que 
habían adquirido derecho a la pensión antes del dieciocho de diciembre de mil novecientos noventidós en dicha 
Ley; posteriormente habiéndose interpuesto una demanda de la cual duró varios años, se le ordena a la entidad 
demandada cumpla con reajustar la pensión del demandante conforme a la Ley N° 23908 y recién en 
cumplimiento de dicho mandato judicial la ONP expida nueva resolución administrativa reajustando la pensión 
de viudez de la demandante bajo los alcances de la Ley N° 23908, a pesar de haber sido totalmente evidente 
que desde un inicio le correspondía única y exclusivamente la aplicación de dicha Ley; sin embargo la 
demandada dolosamente vulneró su derecho pensionario quedando fehacientemente acreditado los daños 
ocasionados a mi patrocinada (…) habiendo transcurrido varios años para que el derecho de la demandante sea 
totalmente reconocido, por lo tanto, durante todos los años que la actora no percibió su pensión conforme le 
correspondía, ha pasado privaciones económicas, al no poder cubrir a cabalidad los gastos que en su hogar le 
generaban, distinto hubiere sido si la ONP le hubiera reconocido desde un principio su derecho pensionario y 
otorgarle su pensión conforme a Ley que realmente le correspondía, su angustia y desesperación hubiere sido 
menor (…)”; -------------------------------------------------------------------------------------------------------
CUARTO: No obstante que la pretensión está enmarcada dentro de los parámetros de la 
responsabilidad civil, prevista en nuestro Código Civil y como así lo ha estimado la demandante 
y recogida en la sentencia por el A quo, lo cierto es que los daños que se habrían ocasionado a 
aquél derivan de la actuación de la Administración Pública; siendo importante destacar además, 
que los administrados tienen derecho a ser indemnizados por las entidades de toda lesión que 



sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, salvo en casos de fuerza mayor, siempre que el 
perjuicio sea consecuencia del funcionamiento de la administración, a tenor de lo dispuesto por 
el artículo 238.1 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General; y la 
misma norma en su artículo 238.2 establece que: “La declaratoria de nulidad de un acto administrativo 
en sede administrativa o por resolución judicial no presupone necesariamente derecho a la indemnización”; ------
QUINTO: En efecto, como así también lo reconoce la misma demandante, la demandada 
ONP otorgó mediante Resolución N° 2703-B-0105-CH-90, pensión de viudez a partir del 
quince de mayo del año mil novecientos ochentinueve y luego mediante Resolución N° 38046-
2009-ONP/DPR.SC/DL 19990, del doce de mayo del año dos mil nueve se le regulariza su 
pensión conforme a los parámetros establecidos en la Ley N° 23908 reconociéndose y 
haciendo efectivo el pago de los devengados e intereses legales; pues, dentro de las 
competencias legales de la demandada y en aplicación de lo dispuesto por el Decreto Supremo 
N° 150-2008-EF, publicado el diez de diciembre del dos mil ocho se procedió a reparar la 
afectación que le producía a la actora, la decisión primigenia dictada por la demandada; el 
propósito de administrar los fondos de los pensionistas conforme a lo dispuesto por el Decreto 
Ley N° 19990 y concordante con su Ley de creación, Decreto Ley N° 25967, artículo siete, 
advierten que no existe una intención dolosa de parte de la emplazada para vulnerar 
incontrastable e incontrovertiblemente, los derechos pensionarios de la actora; --------------------
SEXTO: Si bien la conducta de la emplazada inicialmente no fue la de otorgar regularmente la 
pensión en su monto y oportunidad, esta circunstancia fue superada con la decisión de la 
misma demandada para proceder al reajuste de la misma con el reconocimiento de todos sus 
derechos pensionarios, incluidos naturalmente los devengados e intereses legales; por tanto, 
queda descartado el factor de atribución de dolo como elemento conformante de 
responsabilidad civil; lo que significa que la declaratoria de nulidad de la propia decisión de 
aquélla por restablecer los derechos de la actora, debe suponer un supuesto de responsabilidad 
civil y consecuentemente pasible de imposición judicial de indemnización a favor del 
administrado, conforme reza de lo dispuesto por el artículo 238.2 de la Ley N° 27444; en buena 
cuenta significa, que en el presente caso, no existe una relación de causalidad entre la conducta 
de la ONP y el daño ocasionado a la actora, que dígase de paso, conforme al caudal probatorio 
no vislumbra en grado de certeza que éstos hayan ocurrido y que sean pasibles de una 
valuación económica determinable e individualizado a favor de la recurrente, como así lo exige 
el artículo 238.3 de la Ley en comento; ---------------------------------------------------------------------
SÉTIMO: Además, como ha concluido el A quo, la conducta de la ONP dentro del marco de 
sus competencias para administrar los fondos de los pensionistas del Sector Público no ha sido 
de tal entidad que haga pensar que tuvo la intención deliberada de causar daño a la actora, si lo 
hubiere; por el contrario, se advierte una conducta elementalmente regular y si por alguna 
razón, hubo error en su cálculo, este fue superado como se ha reseñado en los fundamentos 
precedentes; por lo que en caso, de verificarse daños consustanciales por la actuación de la 
administración, no se le puede reprochar civilmente su pago, a tenor de lo dispuesto por el 
inciso 1° del artículo 1971 del Código Civil; siendo así y estando a que la demandante no ha 
probado los hechos que sustentan su pretensión indemnizatoria, la demanda debe ser declarada 
infundada en todos sus extremos, a tenor de lo dispuesto por el artículo 200 del Código 
Procesal Civil. --------------------------------------------------------------------------------------------------- 
 

                       Por estas consideraciones: CONFIRMARON la Sentencia apelada contenida en la 
resolución número VEINTITRÉS, su fecha dieciséis de diciembre del año dos mil catorce, 
folios doscientos setentitrés a doscientos setenta y nueve, expedida por el Señor Juez del 
Segundo Juzgado Especializado Civil de esta ciudad, que resuelve declarar Infundada la 
demanda interpuesta por doña María Agripina Chávez Terán contra la Oficina de 
Normalización Previsional sobre Indemnización por Daños y Perjuicios; con lo demás que 

contiene; y los devolvieron.- Intervienen los señores que suscriben por reconformación  de Salas en el 
presente Año Judicial. 
 
Srs. 
Guerrero Hurtado 
Lara Contreras 
Pisfil Capuñay 
 


